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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 1184/2022/1
PARTE ACTORA: 

********* ****** *****
AUTORIDAD DEMANDADA:

ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS  DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, treinta de noviembre de dos mil veintitrés.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 1184/2022/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el trece  de diciembre de dos mil veintitrés, ********* ****** *****, compareció a demandar del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (en adelante INTERAPAS) la nulidad del crédito fiscal determinado en el contrato 35703, estado de cuenta 659207, con un total a pagar de $7,157.00 (siete mil ciento cincuenta y siete pesos 00/100 M.N.) del periodo de facturación 06-07/2022.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El quince de diciembre de dos mil veintidós se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda y se concedió la medida cautelar para los efectos y en los términos ahí precisados.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 11:00 once horas del seis de noviembre de dos mil veintitrés, se celebró la audiencia de ley en este juicio, se inició la diligencia sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos, dio lectura al escrito inicial de demanda así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. Acto seguido, en período de pruebas, la Magistrada tuvo por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones, que fueron ofrecidas en tiempo y forma. Se procedió al desahogo de la prueba de inspección ocular ofertada por la demandada, de cuyo resultado se dio cuenta por el Secretario de Acuerdos, hecho lo cual se dio cuenta que no había pruebas pendientes por desahogar. En atención a lo anterior, la Magistrada acordó que al no haber pruebas pendientes por desahogar, se cerró ese período y declaró abierto el periodo de alegatos respecto de lo cual el Secretario de Acuerdos certificó que las partes no formularon alegatos, por lo que con lo anterior se dio por terminada la audiencia, y se citó para resolver en definitiva el presente asunto.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracciones I y III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades fiscales de un organismo descentralizado del ámbito municipal, respecto del cual se ejerce jurisdicción y con motivo de la aplicación de un cobro de naturaleza fiscal.

SEGUNDO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de conocimiento
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	No precisada
	28 de noviembre de 2022
	29 de noviembre de 2022 al 25 de enero de 2023

	13 de junio de 2023


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

TERCERO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En lo que respecta a ********* ****** *****, su personalidad e interés jurídico no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y es el caso que acompaña el crédito fiscal determinado en el contrato 35703, estado de cuenta 659207, el que se encuentra a nombre de la impetrante, por lo que es innegable que cuenta con el interés para controvertir dicho acto impugnado.
Ahora, tocante a la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, quien compareció por conducto del titular de la Dirección Jurídica, la misma se encuentra acreditada ante este Tribunal de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues el compareciente exhibió copia certificada del nombramiento con el que acredita su carácter, documento que es visible en foja 42 de este expediente.

Las documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
CUARTO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

El acto materia de impugnación lo constituye el crédito fiscal determinado en el contrato 35703, estado de cuenta 659207, con un total a pagar de $7,157.00 (siete mil ciento cincuenta y siete pesos 00/100 M.N.) del periodo de facturación 06-07/2022, habiéndose acreditado dicho acto mediante la documental que fue exhibida por la parte actora, visibles en fojas de 10 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, esta Sala advierte que en el presente juicio se actualiza la causa de improcedencia a que alude el numeral 228, fracción IV del Código Procesal Administrativo en consulta, ello en atención a que, al producir su contestación de demanda, la enjuiciada señala haber dejado sin efectos el acto impugnado, por lo que procede a ordenar la instalación del medidor en el domicilio de la actora, en términos de los artículos 144, 145 y demás relativos de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y una vez que se tome tres lecturas de los bimestres posteriores a su instalación se procederá a realizar la modificación o a la cantidad que obra en el estado de cuenta impugnado.

En principio conviene puntualizar que las manifestaciones de improcedencia se refieren a la hipótesis prevista en el artículo 229, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el que señala:

“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:
…

IV. Si la autoridad demandada deja sin efecto la resolución o acto impugnados, siempre y cuando se satisfaga la pretensión del demandante;

…”

De la interpretación gramatical del enunciado normativo transcrito obtenemos que, el juicio contencioso administrativo resulta improcedente cuando se promueve contra actos cuyos efectos legales o materiales hubieren cesado o porque no pueda surtir efectos al haber dejado de existir el objeto o la materia del mismo.

Bajo el tenor del numeral en estudio, se requieren dos presupuestos para que opere el sobreseimiento por la causa analizada, a saber:

A. Que se deje sin efecto la resolución o acto impugnado, 

B. Que la determinación satisfaga la pretensión del demandante (lo cual implica que la cesación de efectos debe ser liso y llano).

Ahora, por lo que atañe al caso en lid, tenemos que la enjuiciada refiere en su contestación de demanda que procede a dejar sin efectos el acto impugnado consistente en el estado de cuenta con número de folio 659207, correspondiente al bimestre 06-07/2022, mismo que condiciona a la instalación del medidor en el domicilio de la actora, en términos de los artículos 144, 145 y demás relativos de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y una vez que se tome tres lecturas de los bimestres posteriores a su instalación se procederá a realizar la modificación o a la cantidad que obra en el estado de cuenta impugnado, con lo cual, debe decirse que el segundo de los extremos que se precisan en dispositivo en estudio no se actualizan, en atención a que la revocación del acto no se produce de manera lisa y llana, sino que está sujeta a una condición, como lo es la instalación del medidor y posterior toma de tres lecturas de bimestres posteriores, lo cual no es coincidente con la pretensión de la accionante, puesto que petición de la actora versa sobre la nulidad lisa y llana del cobro que reclama, bajo la consideración de que el consumo no se encuentra acreditado, circunstancias anteriores que determinan la improcedencia de la causal de sobreseimiento alegado.    

En otro orden, se desprende que la enjuiciada sostiene que se presenta la causal de improcedencia a que alude el artículo 228, fracción X, del Código Procesal Administrativo en el Estado, el cual señala el recibo de pago no es una resolución definitiva para efecto de que sea impugnable mediante el juicio de nulidad, pues si bien es verdad  que dentro del estado de cuenta que pretende impugnar la parte actora obra una cantidad, la misma aun no es determinante y no puede constituirse como tal un crédito fiscal, dado a que el documento como tal no puede ser ejecutado, siendo necesario un procedimiento administrativo de ejecución.  

A consideración de esta Juzgadora, la causal de improcedencia resulta infundada para decretar el sobreseimiento en el proceso.

Contrario a lo señalado por la solicitante del sobreseimiento, el recibo de cobro número 659207 vinculado al contrato 35703, mes de facturación 06-07/2022; no se trata únicamente de un comunicado o documento facilitador de las obligaciones contraídas con el  Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, sino de una determinación específica de un crédito fiscal, como se verá enseguida.

El artículo 178 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis dispone:

“ARTICULO 178. Los adeudos a cargo de los usuarios y en favor de los organismos operadores municipales, intermunicipales o, en su defecto, de la Comisión, derivados del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales, en los términos y para los efectos que se precisan en el Código Fiscal del Estado.”
Por su parte, la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2022, establece:

“ARTÍCULO 25. Los adeudos con cargo a los usuarios en favor del organismo operador del agua derivados de la presente Ley de Cuotas y Tarifas tendrán el carácter de créditos fiscales siendo aplicable de manera supletoria las disposiciones que establezca el Código Fiscal del Estado y la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y como tales, serán susceptibles de multas, recargos, actualizaciones y demás gastos accesorios.”

De igual modo, el Reglamento Interno del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, precisa lo siguiente: 

“ARTÍCULO 47. La Dirección de Comercialización cuenta con facultades para ejercer las siguientes funciones:

…

VI.- Autorizar el pago diferido o en parcialidades de los créditos fiscales mediante la celebración de convenios, de acuerdo a las políticas establecidas para tal efecto, previa garantía de su importe y accesorios legales, considerando el plazo máximo de ley;

…

XXI.- Ordenar la suspensión total, parcial, temporal o definitiva de los servicios de agua potable, drenaje y aprovechamiento de aguas residuales, como consecuencia de infracciones a la legislación de la materia, ya sea como sanción, o por falta de pago de las contraprestaciones o a solicitud del usuario, así como la respectiva reconexión del servicio, en los casos que proceda;

…”

“ARTÍCULO 51. La Dirección Jurídica, cuenta con facultades para ejercer las siguientes funciones:

…

XXI.- Determinar en coordinación con el área Comercial, el inicio del Procedimiento Administrativo de Ejecución (PAE), por la existencia de créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos o garantizados por los Usuarios a favor del Organismo Operador, dentro de los plazos señalados por la ley de la materia, conforme a las reglas del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y el Código Fiscal del Estado;

…”

De los preceptos transcritos se desprenden diversos elementos relevantes al caso, el primero, que de manera expresa que tanto la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí como la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2022, otorga el carácter de créditos fiscales a los adeudos a cargo de los usuarios, además de que se le concede al organismo la  facultad económico-coactiva a fin de recuperar los adeudos no pagados.

Por su parte, del Reglamento Interno del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez se desprende que, corresponde al dicho organismo INTERAPAS a través de la Dirección de Comercialización las atribuciones relativas a establecer convenios de pago respecto de los créditos fiscales a favor del referido Organismo así como facultad de suspender el servicio suministrado para el caso de que no se efectúe el pago de los importes correspondientes.

Además, se deriva que el INTERAPAS a través de su Dirección Jurídica, podrá determinar en coordinación con el área Comercial, el inicio del Procedimiento Administrativo de Ejecución (PAE), por la existencia de créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos o garantizados por los usuarios a favor del Organismo Operador, dentro de los plazos señalados por la ley de la materia.
Todo lo anterior permite concluir que a diferencia de lo alegado por las autoridades, el recibo de cobro número 659207, contiene la determinación de un crédito fiscal, pues tal carácter le es otorgado por la propia normatividad correspondiente, lo que evidentemente lesiona la esfera jurídica del destinatario del acto, al atribuírsele el carácter de deudor de un monto cuyo pago se pretende por parte de la autoridad.

Lo anterior además se robustece con el hecho de que, para el caso de impago, el organismo contará con los medios económico-coactivo a fin de recuperar los importes determinados, lo que evidentemente también causa perjuicio al accionante, pues de instar un procedimiento de ejecución, se le privaría de bienes o algún otro a efecto de salvaguardar el interés fiscal.

En tal tenor, al considerarse que el adeudo contenido en el recibo de cobro multicitado constituye un crédito fiscal en sí mismo, aunado a que la autoridad demandada posee las facultades económico-coactivas para recuperar los importes, es evidente que nos encontramos en presencia de un acto de autoridad y que, independientemente de la existencia de un contrato entre las partes por el cual se acuerde la obligación de proveer de los servicios con la correlativa obligación de pago de los mismos, no implica la desnaturalización del acto de autoridad controvertido a uno emitido por virtud de una relación entre particulares, pues se hace evidente que las partes si bien suscriben un contrato, del que no se hizo exhibición, también es cierto que el Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez aplica disposiciones que la colocan en una relación de supra-subordinación, esto es, ejerce facultades que le son conferidas como autoridad en el Reglamento Interno en estudio.

De ahí que se traslade la relación entre el Organismo Operador INTERAPAS y el actor, de un ámbito entre particulares (al celebrar el contrato) a un ámbito entre autoridad y gobernado (al aplicarse las disposiciones del reglamento).

Apoyan las consideraciones anteriores, el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y del Trabajo del Decimosexto Circuito, en el que se hace referencia expresa a la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, contenido en la tesis XVI.1o.A.T.1 A (10a.) publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, página 4287, que es del tenor literal siguiente:

“AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO Y SANEAMIENTO. EL AVISO DE COBRO POR LA PRESTACIÓN DE DICHO SERVICIO A CARGO DE UN ORGANISMO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL ES SUSCEPTIBLE DE IMPUGNARSE ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO). De conformidad con los artículos 20, fracción X, de la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato y 206-A, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para la misma entidad federativa, los actos administrativos que dicten las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados ante dicho órgano jurisdiccional, cuando afecten los intereses de los particulares. En estas condiciones, si un organismo de la administración pública municipal encargado del suministro de agua potable, alcantarillado y saneamiento, en ejercicio de sus atribuciones legales, emite un aviso de cobro por la prestación de dicho servicio público, en el que determina su monto, fecha de pago y las consecuencias de que no se cubra oportunamente, tal acto incide unilateralmente en la esfera jurídica del particular, es decir, se trata de un acto administrativo susceptible de impugnarse ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo.

Así mismo, resulta aplicable por analogía la Jurisprudencia PC.V. J/12 K (10a.), sustentada por el Pleno del Quinto Circuito, localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo II, Febrero de 2017, página 1510, cuyo rubro y texto dicen:

 “ORGANISMO OPERADOR MUNICIPAL DENOMINADO AGUA DE HERMOSILLO. TIENE EL CARÁCTER DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO, CUANDO EL ACTO RECLAMADO ES LA ORDEN DE PAGO DE ADEUDOS Y/O AVISOS DE COBRO, DERIVADO DE LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE SUMINISTRO DE AGUA POTABLE. Los artículos 5, 15, 16 y 27 a 29, del Reglamento de la Prestación y Uso de los Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Tratamiento y Disposición de Aguas Residuales de Hermosillo, Sonora, establecen las condiciones para la prestación del servicio de agua potable, las cuales deben consignarse en el contrato respectivo, el cual no emerge en un plano de igualdad, ya que lo aprueba y expide unilateralmente el Organismo Operador Municipal denominado Agua de Hermosillo, es decir, dicha dependencia de la administración pública municipal dispone y ordena el contenido que deben tener los contratos mencionados, sin que puedan modificarse ni alterarse; asimismo, las obligaciones que derivan de la contratación, como lo relativo a la facturación, medición, JA-0522/2017-I 15 contenido del recibo, periodos de consumo, pago y demás conceptos relacionados con el suministro de agua, están contemplados en el reglamento citado, sin que el usuario pueda sugerir una modificación; y, los aspectos relacionados con la tarifa aplicable, garantías, duración del contrato, fecha límite de pago, horario del suministro, casos de suspensión, requisitos para la reanudación del servicio, responsabilidades del suministrador por interrupción del servicio, causas de modificación o terminación del contrato, constituyen condiciones del contrato que derivan, no de la voluntad del Organismo Operador Municipal denominado Agua de Hermosillo ni del usuario, sino del reglamento indicado. En ese sentido, los actos del organismo referido, relacionados con la prestación del servicio de suministro de agua potable, son actos administrativos y de autoridad, ya que no pueden considerarse como actos celebrados entre particulares en un plano de coordinación, pues el organismo aludido, actúa en situación de superioridad respecto de su co-contratante, ya que puede imponerle las cláusulas del convenio, por lo que no queda al particular ni la posibilidad jurídica de discutirlas, lo cual destruye la idea misma del contrato, pues si las voluntades que en él deben intervenir no contribuyen a su formación, sino que sólo una de ellas lo impone y la otra se limita a aceptarlo, porque no puede jurídicamente discutirlo, entonces no existe bilateralidad de voluntades -elemento esencial del acto contractual-. Por tanto, los actos que realice el Organismo Operador Municipal denominado Agua de Hermosillo, relacionados con la prestación del servicio de suministro de agua potable, son actos administrativos y de autoridad, incluidos desde luego, las órdenes de pago de adeudos y avisos de cobro.
En atención a lo infundado de las causales que han sido analizadas y dado que del análisis oficioso no se desprende causa alguna que haga evidente la improcedencia o sobreseimiento del juicio, se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 04 a la 08 del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio. El Primer Concepto de Impugnación que hace valer la demandante es fundado y suficiente para decretar la nulidad del acto que se combate, ello de acuerdo a las siguientes consideraciones legales: 

A. 
Problema jurídico.
Primeramente, se tiene que el problema jurídico, es analizar la legalidad o ilegalidad en su caso, del crédito fiscal determinado en la cuenta 35703, con un total a pagar de $7,157.00 (Siete mil ciento cincuenta y siete pesos 00/100 M.N.) del periodo de facturación 06-07/2022 contenido en el estado de cuenta folio 659207 con vencimiento al 19 de septiembre de 2022, emitido por el Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez.  

En principio, es pertinente señalar que como en el acto impugnado se determina un adeudo a cargo de la actora por la cantidad  señalada, por consumo de los servicios de agua potable que presta el organismo demandado, la materia en esta controversia es de naturaleza fiscal, porque el cobro impugnado es un crédito fiscal conforme a los artículos 178 de la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí; 51, 52, 56 y 57 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí y 7º, fracción I, inciso b) del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

Ahora bien dentro del primer Concepto de Impugnación, la parte actora aduce en esencia que el acto impugnado resulta indebidamente fundado e inmotivado e infringe la garantía de seguridad jurídica, porque no se ha beneficiado con la utilización de los servicios públicos, por lo que la autoridad pretende cobrar un crédito fiscal, el cual el suscrito no cause, pues niega lisa y llanamente que se le haya prestado el servicio público de suministro de agua potable que la demandada brinda en su domicilio, pues no se benefició ni utilizó el servicio de agua potable.

Ahora bien, respecto de tales presupuestos, el representante legal del organismo demandado argumentó que el cobro que se hace por medio del estado de cuenta con folio 659207, se encuentra debidamente fundado y motivado en la Ley de Cuotas y Tarifas publicadas en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, y conforme a las disposiciones contenidas en los diversos ordenamientos legales que invoca, además señala la facultad del Organismo Operador para prestar y realizar el cobro por la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento, cobro que se realiza por la prestación del servicio de agua potable, alcantarillado y saneamiento que gozó y consumió la parte actora.

B. Decisión.

Como se anticipó, es fundado el agravio reseñado.
Del estudio del primer concepto de impugnación  se puede destacar en síntesis, que la accionante alega medularmente las siguientes premisas:

a) Que la autoridad presupone que la actora ha efectuado un consumo de agua.

b) Que la autoridad no acredita ni prueba con elemento alguno que se haya actuado conforme a derecho.

c) Que el consumo de agua que se le atribuye nunca fue realizado.

d) Que la carga de la prueba para acreditar en juicio la existencia de tales consumos corre a cargo de la autoridad demandada, toda vez de que la parte actora niega lisa y llanamente haber efectuado consumo de agua que deba pagar.

Ahora bien, previo a determinar la carga de la prueba, debemos considerar que el artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, señala que corresponde a la autoridad probar la existencia de la causa de la contribución, cuando los contribuyentes nieguen lisa y llanamente el hecho generador del tributo, ello según se ve de la transcripción del mismo:

“ARTICULO 45.- Los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiendo entonces a ésta, la obligación de probar sus afirmaciones.

No obstante lo anterior, los actos de las autoridades gozan de una presunción de legalidad.”  

En efecto, del numeral transcrito se obtiene que si bien los actos y resoluciones de las autoridades fiscales gozan de la presunción de legalidad, corresponde a éstas acreditar los hechos que motiven tales actuaciones cuando el afectado por un acto o resolución los niega lisa y llanamente. De ello se sigue que la presunción de legalidad subsiste siempre y cuando el particular no niegue lisa y llanamente los hechos que motivan el acto de autoridad.

En la especie, se destaca que la actora en su escrito inicial de demanda negó lisa y llanamente haber realizado consumo alguno por el cual sea posible la determinación del supuesto adeudo que la demandada pretende hacerle acreedora, y que para el origen de la causación de la contribución por derechos de agua, se requiere de elementos de prueba suficientes que acrediten la legal existencia del consumo de los productos, y señala que no existen elementos que sustenten el hecho que sirve de causa o motivo al cobro respecto del consumo de agua, según se desprende del estudio integral de la demanda, por lo que si produjo su negativa lisa y llana respecto del hecho generador de la contribución que se le reclama, se concluye la carga probatoria conforme al numeral 45 del Código Fiscal en cita, corre a cargo de la autoridad demandada, quien tiene la obligación legal de justificar la procedencia de los cobros ahora impugnados.

En tales circunstancias y como fue señalado en párrafos precedentes, la carga de probar la existencia de los consumos de agua potable -base o hecho generador del cobro reclamado-, recae en la autoridad demandada; quien, cabe señalar, no tiene impedimento legal para hacerlo, pues conforme lo dispone el artículo 221 segundo y último párrafos, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, la lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, quedando dicho formato, a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, de donde se concluye, que si dicho formato en el que se efectúo la toma de lectura de los medidores se encuentra a disposición de los usuarios en la oficina del prestador de servicio, también resulta que válidamente se puede aportar en juicio por la demandada, dicho artículo es del tenor literal siguiente:

“ARTICULO 221. Los usuarios están obligados a permitir el acceso al personal del prestador de los servicios debidamente acreditado, al lugar o lugares en donde se encuentren instalados los medidores para que tomen lectura de éstos.

La lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma o derivación, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, en los términos de la reglamentación respectiva.

Quien realice la lectura de los medidores llenará un formato, verificando que el número del medidor y el domicilio que se indique sea el correspondiente, y se expresará la lectura del medidor o la clave de no lectura, en su caso.

El formato en el que conste la lectura quedará a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, del que podrán obtener copia en forma gratuita, previa solicitud por escrito.”

En tal sentido, como pruebas para justificar la procedencia del cobro impugnado, la autoridad ofreció los siguientes medios de convicción:

“1.- DOCUMENTAL PRIMERA.- Copia certificada del nombramiento expedido a mi favor por el ING. JOSÉ ENRIQUE TORRES LÓPEZ, director general del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), en fecha 19 DE OCTUBRE DEL 2021, con número de oficio IN/DG/253/2021, mismo que se anexa al presente. (...).
2.- CONFESIONAL EXPRESA.- Consistente en todas y cada una de las manifestaciones vertidas y no vertidas en el escrito inicial de demanda, como lo es de forma específica que la parte actora refiere haber celebrado un contrato de prestación de servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento, al cual se le asignó como número de contrato 35703, sujetándose así a las cuotas y tarifas que refiere la ley, así como a las obligaciones señaladas en el artículo 187 de la LEY DE AGUAS PARA EL ESTADO, así como también que dicha actora en ningún momento manifiesta dentro de sus hechos de demanda carecer del servicio correspondiente a agua potable, alcantarillado y saneamiento, (…).  

3.- INSPECCIÓN OCULAR.- Inspección que se deberá llevar a cabo en el domicilio ubicado en CALLE ****** NUMERO ***, DEL ****** DE ******** EN ESTA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSÍ CON NÚMERO DE CONTRATO 35703, para lo cual este  tribunal deberá asignar a personal de su tribunal para efecto de que lleve a cabo dicha diligencia, en términos del artículo 111 y 112 del Código Procesal Administrativo para el Estado, misma que deberá llevarse a cabo atendiendo los siguientes extremos:

a).- Este tribunal deberá de verificar donde se encuentra ubicada la toma de agua que se encuentra instalada en el domicilio ubicado en CALLE ****** NUMERO ***, DEL ****** DE ********, EN ESTA CIUDAD DESAN LUIS POTOSÍ CON NÚMERO DE COTRATO 35703.
b) Este tribunal deberá de verificar si el domicilio ubicado en CALLE ****** NUMERO ***, DEL ****** DE ********, EN ESTA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSI CON NUMERO DE CONTRATO 35703 cuenta con medidor instalado.

c) En caso de ser afirmativa donde se encuentra ubicado el medidor. (Tomar fotografías y sean anexadas a los autos)

d).- Donde se encuentra ubicada la toma de agua. (Tomar fotografías y sean anexadas a los autos)

e).- En caso de existir el medidor instalado en el domicilio ubicado en CALLE ****** NUMERO ***, DEL ****** DE ********, EN ESTA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSÍ CON NUMERO DE CONTRATO 35703, el mismo se encuentra ubicado a la vista para efecto de que se pueda tomar las lecturas con accesibilidad por parte del personal de este organismo, y que certifique donde se encuentra instalado, (anexe fotografías de su ubicación).

f).-Que verifique si el domicilio CALLE ****** NUMERO ***, DEL ****** DE ********, EN ESTA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSÍ CON NÚMERO DE CONTRATO 35703, cuenta con servicio de agua potable en el interior del mismo, hecho que se puede apreciar a simple vista, dado a que con abrir alguna de las llaves del interior del domicilio se puede OBSERVAR si cuenta con agua o no siendo que es lo único que debe determinar si cuenta con agua o no, sin necesidad de intervención de perito alguno.

g) Que verifique si el domicilio CALLE ****** NUMERO ***, DEL ****** DE ********, EN ESTA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSÍ CON NÚMERO DE CONTRATO 35703, cuenta con agua potable en el aljibe y tinaco, hecho que se puede apreciar a simple vista, con tan solo abrir la tapa y OBSERVAR si hay agua o no, siendo que es lo único que debe determinar si cuenta con agua o no, sin necesidad de intervención de perito alguno.

h) Que verifique cuantas tomas existen en el domicilio CALLE ****** NUMERO ***, DEL ****** DE ********, EN ESTA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSI CON NUMERO DE CONTRATO 35703.  
i) Que verifique cuantos locales corresponden al domicilio ubicado CALLE ****** NUMERO ***, DEL ****** DE ********, EN ESTA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSI CON NUMERO DE CONTRATO 35703, y si existe numeración en la parte de afuera. (Anexe fotografías)

j) Que verifique cuantos locales corresponden al domicilio ubicado CALLE ****** NUMERO ***, DEL ****** DE ********, EN ESTA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSI CON NUMERO DE CONTRATO 35703, y si existe numeración en la parte de afuera. (Anexe fotografías)

k) Que verifique cuantos locales se surten de la toma instalada en el domicilio ubicado en CALLE ****** NUMERO ***, DEL ****** DE ********, EN ESTA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSI CON NUMERO DE CONTRATO 35703, y si existe numeración en la parte de afuera. (Anexe fotografías).
“4.- PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA.- Consistente en todo lo que se refiere y beneficie a la parte que represento.

“5.- INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.- Consistentes en todas y cada una de las que constan en el expediente y todo lo que de hecho y por derecho beneficia a la parte que represento”

La documental primera acredita la legitimación del compareciente quien se ostenta como Titular de la Unidad Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez.

Con relación a la confesional expresa ofrecida por la demandada, debe decirse que la misma no le favorece a la enjuiciada, en la medida que si bien de las referencias expresadas en el escrito inicial de demanda, no se infiere referencia hecha por parte de la actora en el sentido de reconocer la existencia del contrato 35703, o por su parte, donde reconozca el consumo en los volúmenes que refiere la enjuiciada, sino que si bien de las manifestaciones de la enjuiciante se puede apreciar que esta reconoce que cuenta con los servicios que se le liquidan en el estado de cuenta impugnado, también lo es que aduce que “(…)se me está aplicando un servicio medido, por lo cual niego que en el predio de mi propiedad de esté gastando la cantidad en metros cúbicos cuyo importe ascienda a la cantidad que me pretende cobrar la autoridad, pues dolosamente omite establecer las mediciones y los metros cúbicos que según su dicho la suscrita he generado, (…) de donde se aprecia en modo contrario a lo advertido por la demandada, que de manera lisa y llana se esté negando la existencia del servicio en el inmueble propiedad de la actora, pues por el contrario, lo que se niega es el consumo en los volúmenes y por los importes que establece la enjuiciada.
Tocante a la inspección ocular ofrecida por la demandada, su desahogo se advierte a fojas 82 y 83 de autos, cuyo contenido es el siguiente: “Acto seguido, el suscrito Secretario de Acuerdos Licenciado Antonio Martínez Portillo, me constituí en el domicilio ubicado en CALLE ****** NUMERO ***, DEL ****** DE ******** DE ESTA CIUDAD, lo anterior con la finalidad de llevar a cabo el desahogo de la prueba de inspección ocular ordenada mediante auto de veintisiete de febrero de dos mil veintitrés y una vez cerciorado de que es el inmueble que se busca por tener a la vista el nombre de la calle y número oficial que así me lo indica, me permito desahogar la inspección en los siguientes términos: a)
Verificar en donde se encuentra ubicada la toma de agua que se encuentra instalada en el domicilio ubicado en calle ****** ***, ****** de ********, de esta ciudad. b)
Verificar si domicilio ubicado en calle ****** ***, ****** de ******** con número de contrato 35703, cuenta con medidor instalado. c)
En caso de ser afirmativa donde se encuentra ubicado el medidor.  d)
Donde se encuentra ubicada la toma de agua. e)
En caso de existir el medidor instalado en el domicilio ubicado en domicilio ubicado en calle ****** ***, ****** de ********, con número de contrato 35703, el mismo se encuentra ubicado a la vista para efecto de que se pueda tomar las lecturas con accesibilidad por parte del personal de este organismo, y que certifique donde se encuentra instalado. Acto seguido procedo a tocar la puerta del inmueble sin respuesta alguna; por tanto en relación a los puntos señalados la autoridad demandada, se observa: Una casa habitación de fachada de color oscura, con portón color negro, al lado izquierdo de dicho inmueble, se observa una manguera color verde, correspondiente a la toma de agua, se observa que al exterior NO hay medidor instalado, la toma de agua se encuentra al exterior del inmueble y se encuentra ubicada a simple vista del inmueble en la parte frontal izquierda. Se da por terminada la presente diligencia; se levanta esta constancia para los efectos a que haya lugar y se agregan 3 fotografías tomadas en la diligencia. Doy Fe.-, probanza que no produce beneficio a su ofertante, pues el resultado de la misma, el cual merece valor probatorio pleno y justifica que contrario a lo afirmado por la enjuiciada, en el inmueble materia de controversia, no existe medidor, por lo que no es suficiente dicho medio de convicción para acreditar los extremos de su defensa.

Por lo que respecta a la Presuncional legal y humana, no le favorece a la autoridad, ante la ausencia de deducciones que deriven de hechos o del derecho invocado en el presente juicio, y la Instrumental de actuaciones, no produce beneficio a su ofertante, pues no hay constancia en el presente sumario que sea susceptible de hacer valor probatorio pleno y justificar los extremos de su defensa.


En conclusión, los medios de prueba ofertados por la autoridad resultan insuficientes para justificar la procedencia de su defensa, concretamente que el actor si ha efectuado el consumo de agua potable en los volúmenes que se le imputan, para que en esa virtud se actualice la obligación de pago, pues la autoridad tiene la obligación de acreditar la legalidad de sus actos ante la negativa lisa y llana formulada por el demandante, respecto de los hechos que generaron el acto impugnado, de ahí que es válido concluir que debe tenerse por no probado el hecho relativo al consumo de agua potable que se le imputa al actor.

En esa tesitura, si la actora negó lisa y llanamente el adeudo que tiene su origen en el consumo de agua potable y que en tal sentido, le resulte obligación del pago que le es reclamado por la autoridad demandada, ya que es el consumo de agua potable el hecho causal que generaría conforme a la norma, el pago de los derechos correspondientes a ese consumo, y la autoridad demandada fue omisa en aportar medios de prueba que justificaran plenamente los consumos por los volúmenes atribuidos al demandante, ya que como se ha manifestado, ante la negativa lisa y llana del actor respecto al hecho generador que da causa a la determinación de la contribución, la autoridad demandada debe demostrar con toda claridad y precisión su motivo o causa generadora, sin que en el caso así haya acontecido.

Sirven de apoyo a lo anterior y por analogía con el tema tratado, los criterios emitidos por los Tribunales de la Federación que enseguida se transcriben:

“CRÉDITO FISCAL. CUANDO EL ACTOR NIEGA LISA Y LLANAMENTE SU ORIGEN Y NOTIFICACIÓN CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DEMANDADA LA CARGA DE LA PRUEBA. Conforme al artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales; empero, éstas deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones si el afectado los niega lisa y llanamente, excepto cuando la negativa implique la afirmación de un hecho diverso. De lo anterior, se deduce que la presunción de legalidad a que alude dicho numeral subsiste en principio, por disponerlo así en forma categórica el propio precepto, pero ante la negativa lisa y llana del actor respecto al conocimiento del origen del crédito y su respectiva notificación, la autoridad demandada debe demostrar con toda claridad y precisión su motivo o causa generadora, así como la forma y términos en que se llevó a cabo la notificación respectiva.”
 

“DOCUMENTOS DETERMINANTES DEL CRÉDITO FISCAL. LA AUTORIDAD DEMANDADA DEBE EXHIBIRLOS EN EL JUICIO DE NULIDAD, INDEFECTIBLEMENTE, AL PRODUCIR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, PARA QUE EL ACTOR PUEDA CONOCERLOS. De acuerdo con el principio de congruencia establecido en el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación y a la tesis aislada sustentada por este tribunal con el número VI.2o.A.26 A, de rubro: "ACTO ADMINISTRATIVO. SI EL ACTOR NIEGA CONOCERLO, LA AUTORIDAD DEMANDADA ESTÁ OBLIGADA A EXHIBIRLO, ASÍ COMO LA CONSTANCIA DE SU NOTIFICACIÓN, AL FORMULAR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, CONFORME LO DISPONEN LOS ARTÍCULOS 209 BIS Y 210 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.", publicada en la página mil setenta y tres, Tomo XIV, octubre de dos mil uno, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, se llega al convencimiento de que si el actor en el juicio de nulidad manifiesta desconocer en su escrito de demanda el origen del adeudo fiscal, los conceptos que lo conforman y su cuantía, la autoridad hacendaria tiene la ineludible obligación de exhibir todos y cada uno de los documentos relativos al momento de formular la contestación de demanda a fin de que, por una parte, se desvirtúe la negativa lisa y llana del actor y, por otra, que éste los conozca y, en su caso, pueda controvertirlos en el escrito de ampliación de la demanda, de modo que de no hacerlo así, se rompe con el principio de igualdad de las partes en el proceso, toda vez que si la demandada presenta las constancias hasta la contestación de la ampliación de la demanda, es inconcuso que para entonces el actor se encuentra impedido para combatirlas, puesto que ningún precepto del Código Fiscal de la Federación permite que haya una segunda ocasión para ampliar el ocurso de demanda, ni que haya una cadena indefinida de réplica y contrarréplica de los litigantes, y la razón fundamental de esto fue la de evitar que se prolonguen innecesariamente los juicios.”

“CRÉDITO FISCAL. CUANDO EL ACTOR NIEGA LISA Y LLANAMENTE SU ORIGEN Y NOTIFICACIÓN CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DEMANDADA LA CARGA DE LA PRUEBA. Conforme al artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales; empero, éstas deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones si el afectado los niega lisa y llanamente, excepto cuando la negativa implique la afirmación de un hecho diverso. De lo anterior, se deduce que la presunción de legalidad a que alude dicho numeral subsiste en principio, por disponerlo así en forma categórica el propio precepto, pero ante la negativa lisa y llana del actor respecto al conocimiento del origen del crédito y su respectiva notificación, la autoridad demandada debe demostrar con toda claridad y precisión su motivo o causa generadora, así como la forma y términos en que se llevó a cabo la notificación respectiva.”

De todo lo anterior se concluye que la demandada no logro demostrar la validez de su acto, con respecto de los hechos negados por la Actora en los términos del artículo 45 del Código Fiscal del Estado, lo que se traduce en que no se probó en este juicio que la Demandada hubiera causado el adeudo que por concepto de la aplicación de cuotas y tarifas del servicio público de agua potable, alcantarillado,  tratamiento que se le determinó en el estado de cuenta impugnado, toda vez que no se probó en el presente  juicio que haya efectuado el consumo de agua, lo que solo podía demostrarse con la comprobación de que se tomaron las lecturas de los aparatos medidores por el personal autorizado en los términos de la reglamentación respectiva al constituir la lectura el medio legal para determinar el consumo de agua, y toda vez que el consumo de agua es precisamente el hecho generador del tributo que se le exige, de ahí que al no encontrarse demostrada la existencia de uno de los elementos esenciales del tributo, es concluyente que la determinación crediticia efectuada por la autoridad Demandada se torna en ilegal. 

En este sentido, y toda vez que de conformidad con el artículo 8º del Código Fiscal del Estado, las contribuciones se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la Ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal,  y toda vez que en el caso que nos ocupa, la Autoridad Demandada no probó en este juicio que la actora realizó el hecho generador del tributo en el periodo contemplado en el acto impugnado, se determina que no demostró en consecuencia, que haya nacido a su cargo la obligación fiscal que le determinó por dicho periodo. 

Luego entonces, esta Sala considera que el acto impugnado se ubica en la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que con fundamento en lo dispuesto por los artículos 251 de la citada Codificación legal, resulta procedente declarar la Ilegalidad del estado de cuenta con folio 659207, emitido por el organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, por lo que se determinó el adeudo a cargo de la parte actora por los diversos conceptos y cantidades que en el recibo se contienen, y por ende se decreta su NULIDAD TOTAL, dejándolo sin efecto legal alguno.

Resultando innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, en acatamiento por analogía, al criterio emitido por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, visible en la Página 8, Tomo: Informe 1982, Parte II, Tesis 3, Séptima Época; que dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de éstos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la Justicia Federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja. …”

C. Efectos
En ese sentido, en base a lo dispuesto en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados; se ordena a la autoridad demandada, los siguientes efectos: 

1. Cancelar o dar de baja de los controles manuales o informáticos, padrones o cualquier tipo de sistema de control administrativo con que el Organismo cuente, los cobros que se establecen en el recibo con número de folio 569207, emitido por el Organismo demandado, el cual se justifica con la documental que obra a fojas 10 del presente expediente que reporta la autoridad al producir su contestación de demanda y los meses de adeudo que se contienen tanto en el acto impugnado como en la contestación de demanda por 68 meses como adeudo anterior a cargo del actor, y que se establecen en los registros y sistemas de control aplicables de la demandada; haciendo las anotaciones, ajustes o afectaciones contables que sean pertinentes a efecto de que el crédito fiscal que fue materia de esta controversia, sea nulificado, a efecto de que no vuelva a ser exigido al accionante, notificándole sobre las acciones que realice.

2. Informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracciones I y III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resulto competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por ende, la NULIDAD TOTAL del acto impugnado consistente en el crédito fiscal determinado en el contrato 35703, estado de cuenta 659207, con un total a pagar de $7,157.00 (siete mil ciento cincuenta y siete pesos 00/100 M.N.) del periodo de facturación 06-07/2022, por lo que se deja sin efecto legal alguno, en los términos y por las razones vertidas en el último considerando de esta resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente al actor y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830., 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� Registro No. 175350, Localización:  Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXIII, Abril de 2006, Página: 987, Tesis: IV.1o.A.32 A, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa. 


� Registro No. 182847, Localización:  Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XVIII, Noviembre de 2003, Página: 958, Tesis: VI.2o.A.57 A, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa


� No. Registro: 175,350, Tesis aislada, Materia(s): Administrativa, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXIII, Abril de 2006, Tesis: IV.1o.A.32 A, Página: 987





